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Recinto del Senado de la República, 19 abril de 2007.
Los resultados del reciente proceso electoral pudieron haber marcado el inicio de una crisis política sin precedente. Afortunadamente, el conflicto postelectoral fue superado y ahora nos encontramos en los albores de una nueva etapa política y social para nuestro país, en la que el oficio político tendrá que erigirse como la principal herramienta para alcanzar los acuerdos que México necesita. 

Esta situación no sería destacable si no hubiera sido causada por una de las fallas estructurales que presenta el sistema político mexicano. Nos referimos al sistema presidencialista y, particularmente, al modo de elegir al Presidente de la República.

El Presidente Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos se elige por el voto directo de los ciudadanos en la modalidad de mayoría relativa. Esto último quiere decir, por una parte, que son directamente los ciudadanos como electores, los que acuden a las urnas para votar por el candidato de su preferencia y, por otra, que resultará ganador el que haya conseguido obtener el mayor número de votos, sin importar el porcentaje de los votos sufragados en su favor.

Lo anterior no tendría mayor inconveniente si en nuestro sistema electoral existiera a su vez, un sistema bipartidista, ya que en las elecciones presidenciales forzosamente resultaría ganador uno de los candidatos con más del 50% de la votación válida. 

Sin embargo, en un sistema multipartidista como el que existe en nuestro sistema electoral, aunado a la tradición tripartidista que a últimas fechas se ha arraigado en nuestra sociedad, el ganador de la elección presidencial, en el mejor de los escenarios, únicamente logrará obtener la tercera parte de esa votación, tal como acaba de suceder en el reciente proceso electoral federal.

Es aquí donde adquiere un significado importante el concepto de la legitimidad electoral, tan frecuentemente confundido con el concepto de legalidad electoral, problema que implica la parte medular de la falla del sistema y que abordaremos más tarde.

Si partimos de la idea de que el sistema presidencialista, la conducción y dirección tanto del Estado como del Gobierno le corresponden al Presidente de la República, entonces comprenderemos la necesidad de que cuente con las más amplias facultades constitucionales, tal como de hecho sucede en nuestro país. Pero no solo eso, sino que además requiere contar con la legitimidad necesaria y suficiente que le permita contar con el apoyo mayoritario de los electores, con el objeto de poder llevar a cabo de manera idónea esa conducción y dirección del país.  

No olvidemos que en la división de poderes contemplada en nuestra Constitución, también el titular del Poder ejecutivo necesita de esa fuerza en su relación con los otros dos poderes, en particular con el representado por el Congreso de la Unión, y que esa fuerza únicamente se la puede otorgar la legitimidad con la que cuente derivado de los resultados del proceso electoral en el que haya resultado ganador.

Es así como resultando triunfador de unas elecciones en las que claramente se le pueda ubicar como vencedor y ganador del mayor número de voluntades en el universo de los electores que acudieron a votar válidamente, entonces podrá contar con la legitimidad necesaria ante sus contendientes y ante la sociedad, evitando con ello una posible crisis que provoque parálisis en la relación con los otros poderes, con las distintas fuerzas políticas y con la misma sociedad.
Igualmente, siendo el vencedor como resultado de una mayoría absoluta que lo apoya, sus posibilidades tanto de negociar con el poder legislativo, como de convencer a la sociedad de que sus decisiones son las mejores, se podrán ver favorecidas con la intención de verse concretizadas en políticas públicas. Ello sin dejar de mencionar que los miembros de su Partido y que ocupan escaños en las Cámaras del Congreso, forzosamente también se verían beneficiados de esa mayoría de electores.

Por otro lado, mucho se ha dicho que en la democracia las mayorías son las que mandan, y es verdad. Sin embargo, el problema medular para los candidatos consiste en conseguir aglutinar esas mayorías, primero, en la sociedad convertida en gran elector para conseguir representarla y, segundo, en los poderes públicos que la representen legítimamente para conseguir y mantener los acuerdos que permitan avanzar en la consecución de las políticas públicas que favorezcan a la misma sociedad o, cuando menos, a la mayor parte de ella. De ahí la importancia de contar con las estructuras en la Constitución y en las leyes que permitan y favorezcan la formación de esas mayorías. 

Ahora bien, sin soslayar lo anteriormente mencionado, mismo que constituye otro de los problemas estructurales de nuestro sistema político, es decir, la falta de mayoría estables que le permitan al Gobierno realizar su proyecto, lo que nos interesa destacar es lo relativo a que el titular del Poder ejecutivo debe contar con el apoyo electoral de la mayoría absoluta de los votantes para no sólo resultar triunfador mediante los procedimientos institucionales que otorguen garantía de legalidad al resultado, sino sobre todo, obteniendo legitimidad en su elección por mayoría absoluta frente a sus contrincantes y ante la sociedad. 

Al respecto es necesario hacer un análisis de los datos duros que arrojo el reciente proceso electoral federal. La autoridad registró el voto del 59% del padrón, correspondiéndole al ganador el 36% de de ese universo. Es decir, solo el 21% de lo electores registrados votaron por el candidato que resultó ganador. Pero eso no es todo, el contrincante que quedó en segundo lugar, apenas unos cuantos miles de votos atrás, ganó en tres circunscripciones de cinco,  en 155 distritos electorales federales de 300 y en 16 entidades federativas del país de un total de 32. 

Es por lo anterior que, queriendo evitar en el futuro el surgimiento de una posible crisis política que amenace con trasladarse a la descomposición social, se hace necesario realizar adecuaciones al marco jurídico electoral de nuestro país, dirigidas a abonar a la gobernabilidad y a la estabilidad nacional. Nos referimos precisamente a la legitimidad electoral.

Como ya mencionamos, en México se elige al Presidente de la República por mayoría relativa de votos. Para esta elección el reparto es uninominal. Esto quiere decir que el titular del Poder Ejecutivo en nuestro país es elegido por el mayor número de votos con relación a sus contrincantes, pero no con relación al número total de votos que fueron emitidos válidamente.

En otras palabras, la Presidencia de la República es asignada a una persona que no obtiene en la elección respectiva más del 50% más uno de la votación válida, lo cual implica un aspecto toral en cuanto a la legitimidad de la misma. En este caso, ningún gobierno puede contar con la legitimidad requerida, puesto que la mayoría de los electores votan en su contra, o bien, lo rechazan.

Esta legitimidad se debe dar por el número de votos que se emiten a su favor, por lo que en todos los casos en que esta votación sea menor al 50% más uno, la legitimidad necesariamente se verá afectada. 

En este sentido es preciso aclarar que aunque esta elección se dé por mayoría, lo cual resulta indispensable, se da por uno de los tipos de mayoría menos afortunado, es decir, la mayoría relativa o simple de votos. Es por ello que es necesario optar por otro tipo de mayoría que otorgue a esta elección no un nivel más elevado de legitimidad, sino simplemente se la dé. 

En otras palabras, conforme disminuye la cantidad de votos por el candidato ganador, aumenta el de los que se expresan a favor de los otros, lo cual incrementa el nivel de sobrerrepresentación que caracteriza al sistema de elección por mayoría relativa. En ésta, la legitimidad nunca se logra en la medida que el candidato no logre que más del 50 por ciento de ciudadanos voten por él.

En cuanto a la sobrerrepresentación, ésta se hace más perceptible en la medida que la legitimidad es menor, misma que sólo se alcanzará, como ya mencionamos, consiguiendo  cuando menos el 50% más uno de los votos válidos. Cuando se supera este porcentaje, ya sea porque simplemente así sucede entre dos candidatos (sistema bipartidista), o porque así se exija en la ley, la relación entre sobrerrepresentación y legitimidad se hace patente de inmediato, porque ambos conceptos son inversamente proporcionales: a mayor sobrerrepresentación, menor legitimidad y viceversa.

En este sentido es que destacados constitucionalistas contemporáneos, incluyendo a los de nuestra máxima casa de estudios, coinciden en que lo ideal es lograr un mínimo de legitimidad en la elección, situación que nunca se conseguirá cuando la forma de elegir al ganador de la elección sea por mayoría relativa o simple. Esto porque el efecto propio de la elección por mayoría es la sobrerrepresentación, situación que se puede observar más claramente en el caso del Congreso de la Unión, donde, dicho sea de paso, el también defectuoso sistema de reparto plurinominal tampoco logra disminuir los efectos negativos de la elección por mayoría.

Después de todo esto es que finalmente se podrá entender mejor el concepto de legitimidad electoral, para concluir que nada tiene que ver con el concepto legalidad. Contrariamente a lo anterior es que normalmente se considera que un proceso electoral puede considerarse “legítimo” cuando sus resultados no son controvertidos por la inobservancia de las leyes que se aplican para su realización.  No obstante, los procesos electorales pueden ser absolutamente legales sin que por ese hecho sean necesariamente “legítimos”, ya que la legitimidad electoral depende de la estructura del sistema electoral, mientras que la legalidad electoral simplemente depende de la aplicación exacta de las leyes electorales, independientemente de las fallas del sistema a las que ya hemos hecho referencia.

Derivado de lo anterior es que sin legitimidad una persona puede lograr convertirse en gobernante, concentrando en sus manos, además, la mayor cantidad de facultades constitucionales y la más importante fuerza política real. Por ello resulta necesario dotarlo de mayor respaldo popular para ayudarlo también a construir mayorías gobernantes.

Esto se puede entender de varias maneras. Una de ellas es en el sentido de que las decisiones que toma el Presidente de la República, al no contar con la mayoría de los ciudadanos para su aceptación, entonces sí contará con la mayoría de ellos para su rechazo, por lo cual, si se sometiera a la voluntad ciudadana para convalidar las mismas a través de algún mecanismo de participación ciudadana, serían mayoritariamente desechadas. Por ello es vital para nuestro sistema político resolver la carencia de legitimidad del Presidente de la República, a través del establecimiento de requerimientos en la Constitución y en la Ley, que garanticen que el ganador de la elección contará con esa mayoría de electores. Así y sólo así, podremos dotar a nuestra democracia de los cimientos necesarios para desarrollarse hacia sus objetivos de manera óptima.

Esos requerimientos en la Constitución y en la Ley se circunscriben al establecimiento de la segunda vuelta electoral. De esta manera, en la primera vuelta el elector generalmente vota por el partido con el cual se identifica más o que desde su perspectiva le ofrece mayores beneficios; en cambio, en la segunda vuelta el elector reorienta su preferencia y vota por el partido que tiene mayores posibilidades de ganar y/o en contra del candidato que no desea que lo gobierne.

La experiencia en América Latina respecto de la segunda vuelta electoral en la elección de Presidente de la República, nos dice que en nueve países se exige mayoría absoluta en la primera vuelta para asegurar legitimidad de origen y evitarla (Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, República Dominicana, Guatemala, Perú, El Salvador y Uruguay), mientras que  en Argentina y Ecuador los umbrales son flexibles, en el primero el 45%, en el segundo la mayoría absoluta, y en ambos se evita en caso de que el ganador obtenga un 10% de diferencia respecto al segundo lugar y al menos 40% del total de los sufragios. Mientras que en Costa Rica y Nicaragua se exige un umbral fijo de 40% y 45% de los votos respectivamente para evitar la segunda vuelta. 
A su vez, Francia, Chile, Brasil y Perú, entre muchos otros países con régimen presidencial, participan en la elección presidencial determinado número de candidatos, uno de los cuales puede obtener el triunfo en la primera vuelta electoral, siempre y cuando logre la mayoría absoluta de votos. Si esto no ocurre, los dos candidatos con mayor votación contienden nuevamente en la segunda vuelta, en la cual algunos de ellos alcanza esa mayoría, convirtiéndose en Presidente de la República. El propósito de este mecanismo es que el candidato ganador tenga un fundamento de legitimidad mayoritario y real.

En todos los casos se estableció buscando garantizar la gobernabilidad democrática para impedir el resurgimiento de los autoritarismos, así como el maximizar la legitimidad obtenida en las urnas del Presidente en turno. Así, la segunda vuelta electoral se adoptó con el objetivo de robustecer constitucionalmente al titular del Poder Ejecutivo, de forma que le permitiera, por un lado, asegurar el consenso emanado de las urnas, por otro lado, evitar cuestionamientos de otros sectores, y, por otro, que lo fortaleciera en situaciones de gobierno dividido.
Como es de entenderse, también se buscó ampliar el margen de legitimidad del Presidente como una forma de asegurar la gobernabilidad, fomentar la construcción de mayorías estables, darle al electorado dos oportunidades de seleccionar al mejor candidato y medir la preferencia real de los partidos.

La gobernabilidad pues, también cobra especial relevancia en esta forma de elección. Es un término que significa el control efectivo de los mecanismos político-institucionales para ejecutar eficientemente las funciones de gobierno. La gobernabilidad tiene entonces, una relación directa con la legitimidad, pues para tener control efectivo, se necesita obediencia y consenso y éstos emanan necesariamente de la legitimidad. 

Por todo ello es que si se cuenta con legitimidad suficiente a través de la instalación en la legislación de la necesidad de que el gobernante en turno cuente con la mayoría de los sufragios válidos de los electores en una o dos vueltas, éste podrá también tener una mayor posibilidad de que su proyecto político y económico dé los resultados esperados, estableciendo las bases para alcanzar una gobernabilidad estable al contar con el consenso de la mayoría. De esta manera el Titular del Poder Ejecutivo federal podrá también, en congruencia con los postulados democráticos, contribuir a dar sustento a la unidad nacional, a preservar la cohesión social y a fortalecer las instituciones de gobierno, considerados como los fines concretos del poder político.
Derivado de lo anterior es que proponemos la instalación de la segunda vuelta electoral para la elección tanto de Presidente de la República, como de Gobernadores y Ayuntamientos, con la intención de abonar al fomento del desarrollo político, contribuyendo al fortalecimiento de las instituciones democráticas, promoviendo la activa participación ciudadana y favoreciendo las condiciones que permitan la construcción de acuerdos políticos y consensos sociales para que se mantengan las condiciones de gobernabilidad democrática tan necesaria en nuestro país, otorgando legitimidad electoral y democrática a los titulares del Poder Ejecutivo en los tres niveles de Gobierno.

Esta propuesta retoma la experiencia exitosa que ha tenido esta institución electoral en América Latina y la adecua a nuestra realidad política, insertando en ellas ciertas modalidades que a continuación se explicarán.
En primer término se modifica en la Constitución General el artículo 81 para establecer que además de que la elección de Presidente será directa, en ella resultará electo el candidato que obtenga la mayoría absoluta de votos, en una votación en la que a su vez haya sufragado la mayoría absoluta de los ciudadanos inscritos en el padrón electoral, dejando a la legislación secundaria el establecimiento de las normas complementarias.

En el mismo orden de ideas, proponemos que se aplique la misma formula para la elección de Gobernadores en los Estados de la República (artículo 116) y de los Ayuntamientos en los Municipios (artículo 115), complementándola con las reglas que se especifican a continuación para el ámbito federal, pero dejando al legislador local la responsabilidad de establecer en la legislación correspondiente de cada Estado, las normas que regularán estas disposiciones constitucionales.
Por lo que se refiere al ámbito federal, se hace necesario adecuar la legislación lectoral para que sea en ésta, atentos a la más elemental técnica legislativa, donde se establezcan las particularidades del sistema que operará llegado el caso de realizar una segunda vuelta en la elección. En este orden de ideas se establece en su artículo 9 que el Presidente de la República, además de ser electo cada seis años, deberá hacerse por mayoría absoluta y voto directo de la mayoría absoluta de los ciudadanos inscritos en el padrón electoral.
Para complementar tal disposición, se agregan dos numerales a dicho artículo. En el primero se dispone que si la votación fuera menor a estas mayorías, se efectuará una segunda vuelta electoral en la que sólo participarán  los dos candidatos que hayan obtenido el mayor número de votos y en la cual resultará ganador el que obtenga la mayoría de los votos emitidos, sin importar el porcentaje del padrón que haya participado en la elección.

En el segundo se establece que, con la intención de dar una certeza jurídica tanto a los candidatos como a los electores, se dispone que entre la primera y segunda vuelta electoral no podrá existir un plazo mayor a 45 días debiendo celebrarse la segunda jornada electoral el último día domingo antes de cumplirse dicho plazo.
Asimismo,  también se hace necesario adecuar la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación para hacerla compatible con lo antes señalado. En ese sentido es que dentro de la esfera de competencia del Tribunal Electoral, contenido en el artículo 186, se establece  que la Sala Superior, a más tardar 6 días después de emitida la última resolución, procederá a formular la declaración de validez de la elección y la de Presidente Electo de conformidad con lo dispuesto en la Constitución y en el Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales. 
Para concluir, también se hace indispensable modificar el contenido de lo dispuesto en el artículo 58 de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación, para ponerlo en sintonía con las reformas y adiciones mencionadas, de tal forma que en los juicios de inconformidad relativos a la elección de Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, deberán quedar resueltos a más tardar 30 días después de realizada la elección que corresponda.

Es así, con la modificación de la Constitución Federal y los ordenamientos jurídicos mencionados, como consideramos que la segunda vuelta electoral para la elección del Titular del Poder Ejecutivo, debe quedar instaurada en nuestro país, con el objetivo de otorgarle legitimidad al Presidente de la República, a los Gobernadores de los Estados y a los Ayuntamientos en los Municipios, como una forma de asegurar la gobernabilidad y coadyuvar en la construcción de mayorías gobernantes estables.
Por lo anteriormente expuesto y fundado, sometemos a su consideración la siguiente------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------
------------------------------------------------------------------------------------------------------------------

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES A LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA 

DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, AL CÓDIGO FEDERAL DE INSTITUCIONES Y PROCEDIMIENTOS ELECTORALES, A LA 

LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN Y 

A LA LEY GENERAL DEL SISTEMA DE MEDIOS DE 

IMPUGNACIÓN EN MATERIA ELECTORAL
ARTÍCULO PRIMERO: Se reforma el artículo 81; se reforma el segundo párrafo del artículo 99; se reforman los párrafos 2, 3, 4 y 5 y se adiciona los párrafos 6, 7 y 8 de la fracción I del artículo 115; se reforman los párrafos 3 y 4 y se adicionan los párrafos 5, 6, y 7 de la fracción I del artículo 116; todo ello de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

Artículo 81. La elección del Presidente será directa y resultará electo el candidato que obtenga la mayoría absoluta de votos, en una votación en la que a su vez haya sufragado la mayoría absoluta de los ciudadanos inscritos en el padrón electoral, en los términos que disponga la ley electoral.

Artículo 99. ...

...

...

…

I. … 

II. 
    ...

La Sala Superior realizará el cómputo final de la elección de Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, una vez resueltas, en su caso, las impugnaciones que se hubieren interpuesto sobre la misma, procediendo a formular la declaración de validez de la elección y la de Presidente Electo respecto del candidato que hubiese resultado electo según lo dispuesto en el artículo 81 de esta Constitución y en la ley electoral;

III.  a  IX. ...

...

...

...

...

...

...

...

Artículo 115. …
I. …

En la elección para Ayuntamientos resultará electa la planilla que obtenga la mayoría absoluta de votos, en una votación en la que a su vez haya sufragado la mayoría absoluta de los ciudadanos inscritos en el padrón electoral, en los términos que dispongan las leyes electorales.

Si la votación fuera menor a estas mayorías requeridas, se efectuará una segunda vuelta electoral en la que sólo participarán las dos planillas que hayan obtenido el mayor número de votos y resultará ganadora la que obtenga la mayoría de los votos emitidos, sin importar el porcentaje del padrón que haya participado en la elección.

Entre la primera y segunda vuelta electoral no podrá existir un plazo mayor a 45 días, debiendo celebrarse ésta segunda jornada electoral el último día domingo antes de cumplirse dicho plazo.

Los presidentes municipales, regidores y síndicos de los ayuntamientos, electos popularmente por elección directa, no podrán ser reelectos para el periodo inmediato. Las personas que por elección indirecta, o por nombramiento o designación de alguna autoridad desempeñen las funciones propias de esos cargos, cualquiera que sea la denominación que se les dé, no podrán ser electas para el periodo inmediato. Todos los funcionarios antes mencionados, cuando tengan el carácter de propietarios, no podrán ser electos para el periodo inmediato con el carácter de suplentes, pero los que tengan el carácter de suplentes sí podrán ser electos para el periodo inmediato como propietarios a menos que hayan estado en ejercicio.

Las Legislaturas locales, por acuerdo de las dos terceras partes de sus integrantes, podrán suspender ayuntamientos, declarar que éstos han desaparecido y suspender o revocar el mandato a alguno de sus miembros, por alguna de las causas graves que la ley local prevenga, siempre y cuando sus miembros hayan tenido oportunidad suficiente para rendir las pruebas y hacer los alegatos que a su juicio convengan.

Si alguno de los miembros dejare de desempeñar su cargo, será sustituido por su suplente, o se procederá según lo disponga la ley.

En caso de declararse desaparecido un Ayuntamiento o por renuncia o falta absoluta de la mayoría de sus miembros, si conforme a la ley no procede que entren en funciones los suplentes ni que se celebren nuevas elecciones, las legislaturas de los Estados designarán de entre los vecinos a los Concejos Municipales que concluirán los periodos respectivos; estos Concejos estarán integrados por el número de miembros que determine la ley, quienes deberán cumplir los requisitos de elegibilidad establecidos para los regidores;

II. a X.  …
Artículo 116. ...
…

I.  …
…

Para el caso de los gobernadores de los Estados, además, resultará electo el candidato que obtenga la mayoría absoluta de votos, en una votación en la que a su vez haya sufragado la mayoría absoluta de los ciudadanos inscritos en el padrón electoral, en los términos que disponga la ley electoral.

Si la votación fuera menor a estas mayorías requeridas, se efectuará una segunda vuelta electoral en la que sólo participarán los dos candidatos que hayan obtenido el mayor número de votos y resultará ganador el que obtenga la mayoría de los votos emitidos, sin importar el porcentaje del padrón que haya participado en la elección.

Entre la primera y segunda vuelta electoral no podrá existir un plazo mayor a 45 días, debiendo celebrarse ésta segunda jornada electoral el último día domingo antes de cumplirse dicho plazo.

Los gobernadores de los Estados, cuyo origen sea la elección popular, ordinaria o extraordinaria, en ningún caso y por ningún motivo podrán volver a ocupar ese cargo, ni aun con el carácter de interinos, provisionales, sustitutos o encargados del despacho.

Nunca podrán ser electos para el periodo inmediato:

a) y b) …
...

II. a VII. … 
ARTÍCULO SEGUNDO: Se reforma el numeral 1 y se adicionan los numerales 2, 3 y 4 al artículo 8 del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, para quedar como sigue:
CÓDIGO FEDERAL DE INSTITUCIONES Y PROCEDIMIENTOS ELECTORALES
Artículo 9

1. El ejercicio del Poder Ejecutivo se deposita en un solo individuo que se denomina Presidente de los Estados Unidos Mexicanos electo cada seis años por mayoría absoluta y voto directo de la mayoría absoluta de los ciudadanos inscritos en el padrón electoral.

2. Si la votación fuera menor a estas mayorías requeridas, se efectuará una segunda vuelta electoral en la que sólo participarán los dos candidatos que hayan obtenido el mayor número de votos y resultará ganador el que obtenga la mayoría de los votos emitidos, sin importar el porcentaje del padrón que haya participado en la elección.

3. Entre la primera y segunda vuelta electoral no podrá existir un plazo mayor a 45 días, debiendo celebrarse ésta segunda jornada electoral el último día domingo antes de cumplirse dicho plazo.

ARTÍCULO TERCERO: Se reforma la fracción II del artículo 186 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, para quedar como sigue:

LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN

Artículo 186.- …

I.- …

II.- Resolver, en una sola instancia y en forma definitiva e inatacable, las impugnaciones sobre la elección de Presidente de los Estados Unidos Mexicanos. Una vez resueltas las que se hubieren interpuesto, la Sala Superior, a más tardar 6  días después de emitida la última resolución, procederá a formular la declaración de validez de la elección y la de Presidente Electo de conformidad con lo dispuesto en los artículos 81 y 99 fracción II de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como en el artículo 9 del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales. 

 …

III. a X. … 

ARTÍCULO CUARTO: Se reforma el numeral 1 del artículo 58 de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, para quedar como sigue:
LEY GENERAL DEL SISTEMA DE MEDIOS DE IMPUGNACIÓN
EN MATERIA ELECTORAL

Artículo 58

1. Los juicios de inconformidad de las elecciones de diputados y senadores deberán quedar resueltos el día 3 de agosto y los relativos a la elección de Presidente de los Estados Unidos Mexicanos a más tardar 30 días después de realizada la elección que corresponda.

T R A N S I T O R I O S
PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.
SEGUNDO.- Las Legislaturas de los Estados de la República deberán adecuar su legislación local a lo dispuesto en el presente Decreto dentro de un plazo que no exceda de 180 días a partir de la entrada en vigor del mismo.
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